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1.- VISTOS  

Desata la Sala el recurso de apelación oportunamente interpuesto y debidamente sustentado por el señor Defensor del acusado LUIS HELMER GONZÁLEZ CARDONA, contra el fallo de condena proferido el pasado veinticuatro (24) de agosto de 2005 por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de esta capital, por medio del cual lo declaró autor material responsable por el ilícito de Tráfico de Estupefacientes y le impuso pena privativa de la libertad de setenta y dos (72) meses de prisión, multa de $ 35’800.000.oo, inhabilitación de derechos por igual tiempo, sin derecho a subrogado penal alguno.

No se aprecian irregularidades sustanciales que obliguen a retrotraer la actuación.

2.- HECHOS

El día trece (13) de Junio de 2004, a eso de las 17:00 horas, se recibió llamada anónima en la Policía Nacional, en el sentido de que en el casino “La Habana” ubicado en la carrera 8ª con calle 21 de esta ciudad, se iba a realizar una transacción de pastas de éxtasis por parte de tres (3) individuos de los que se suministró sus características físicas y su forma de vestir.

Montado el operativo, las tres personas reseñadas fueron observadas dialogando en el interior del citado establecimiento; al momento, uno de ellos sale a la vía pública y se dirige hasta un taxi ocupado por dos mujeres en la parte trasera, quienes le entregan un bolso negro, mismo que introduce al local comercial, lo entrega en recepción, otro verifica su contenido y es el instante en que la autoridad hace la incautación y captura a los implicados.

Según diligencia de identificación y pesaje (fl.22), se trata de 9.379 pastillas con un peso de 1.914,55 grs., las cuales al ser sometidas al examen de laboratorio arrojaron como resultado que: “Las tabletas analizadas corresponden al estupefaciente METILENDIOXIMETANFETAMINA (MDMA). Esta sustancia pertenece a un grupo de fármacos denominados ANFETAMINAS, las anfetaminas son sustancias estupefacientes y deben ser controladas por orden de la Ley 30 de 1986, por producir dependencia física y síquica, la MDMA es un fármaco de origen sintético, conocido en el mundo de la farmacodependencia como “éxtasis”, es una de las principales anfetaminas de abuso y es estimulante del Sistema Nervioso Central” (ver fls.171 y 172). Igual resultado había arrojado el dictamen toxicológico del CTI, cuando expresa: “De acuerdo con los análisis físico-químicos e instrumentales realizados, se determina que la muestra contiene la sustancia ANFETAMINA MDMA (N-metil-3,4- metilendioxifenilisoptropilamina) conocida como EXTASIS” (cfr. fls. 105 y 106).
3.- IDENTIDAD 

Se trata de LUIS HELMER GONZÁLEZ CARDONA, hijo de Luis Santiago y María Lida, natural y vecino de Pereira donde reside en la carrera 4ª bis No 34b-47, nacido el 20 de marzo de 1971, 34 años de edad, vive en unión libre con Patricia Largo, titular de la cédula de ciudadanía No 10’139.828 de Pereira, alfabeto y de ocupación vigilante.

4.- CARGOS
La Fiscalía Veintiuna Delegada ante los señores Jueces Penales del Circuito, encargada de rituar la instrucción y calificar el mérito sumarial, encontró el suficiente material probatorio para radicar en juicio al citado GONZÁLEZ CARDONA, razón por la cual le adjudicó el punible de Tráfico, Fabricación o Porte de Estupefacientes, previsto en el estatuto punitivo, Libro II, Título XII, Capítulo II, artículo 376 Código Penal.

5.- FALLO 

La a quo, hizo un recuento de lo fáctico para arribar a la conclusión ineludible de estar frente a un punible demostrado en cabeza del implicado GONZÁLEZ CARDONA. Su comportamiento, dijo, se adecuaba al canon del artículo 376 del Código Penal, concretamente en el inciso tercero que establece una pena de seis (6) a ocho (8) años y multa entre cien y mil s.m.l.m.v.,dada la cantidad de alucinógeno que a su entender lo eran los 1.914.55 gramos que arrojó el peso global de las pastillas incautadas.

Despachó desfavorablemente la argumentación defensiva, en cuanto no compartió que en el caso a estudio se exigiera la cuantificación del “principio activo” -sic- de la sustancia, pues a su entender, aquí era aplicable “por analogía” la jurisprudencia del 22 de enero de 1992 mediante la cual se habló de la no necesidad de establecer la pureza de la cocaína pues a ella se entendían integradas todos los demás elementos “a base de cocaína”.

Con respecto a la culpabilidad, señaló que no era posible atender el pedimento exculpatorio, en el sentido de haber incurrido GONZÁLEZ CARDONA en un error de prohibición al considerar que lo decomisado no era anfetamina sino medicamentos adulterados, para cuyo efecto atendió la argumentación presentada por la parte acusadora cuando expone que fueron los coprocesados LUIS FERNANDO TORRES RAIGOZA y FABIO VINASCO VARGAS quienes aceptaron ante los captores la comercialización del “éxtasis” porque así se los informó LUIS HELMER; además, la clase de lugar en el que se iba a llevar la transacción, lo mismo que el hecho de haber estado en posesión del maletín un tiempo considerable, hacen imperioso concluir que no hubo tal error.

Al darse un estado especial de flagrancia por el verbo rector de “conservar” y al no ser atendible la causal eximente de responsabilidad que se menciona, optó por un fallo de condena.

6.- RECURSO

Es la defensa quien muestra oposición al fallo. En su escrito recurrente toma varios frentes de ataque, a saber:

El primero, un factor que a su modo de ver genera la atipicidad del comportamiento, como resultado de la no demostración de la cantidad de sustancia estupefacientes (anfetamina) contenida en las pastillas objeto de análisis pericial. Se apoya para ello, en la realización incompleta del experticio toxicológico, toda vez que se analizó la calidad mas no la cantidad de esa sustancia que causa dependencia, aspecto de trascendental importancia para saber en qué norma precisa se puede enmarca el comportamiento de su cliente y para definir si la concentración de ese producto químico en cada tableta era suficiente para generar dependencia (ingrediente especial del tipo).

El segundo, la existencia de un error de prohibición por desconocimiento de ese contenido por parte de su representado. Aduce que GONZÁLEZ CARDONA tuvo información equivocada con respecto a la clase de mercancía que le había sido entregada, pues siempre pensó, porque así se lo dijo el sujeto conocido como HÉCTOR MARIO, que se trataba de aspirina adulterada y en esos términos ayudó a gestionar su venta. 

Por una u otra vía, estima que no procede la condena y hay lugar a la revocación de la sentencia de primer grado.

7.- Para resolver, se considera

Como claramente se observa, el objeto del debate gira en torno a dos tópicos en particular: uno, el referido a la tipificación en cuanto a la posibilidad de ubicación de la acción en un esquema penal específico; otro, en la culpabilidad atribuible al justiciable, pues se asegura que medió un “error invencible” en cuanto al contenido tóxico de la sustancia, en el sentido de haber creído que se trataba de “fármacos adulterados” (ver fl.29) y no de éxtasis (anfetaminas).

Los restantes elementos de responsabilidad se dan como hechos ciertos por ambas partes en contienda, toda vez que pacíficamente se ha admitido el decomiso de 9.379 grageas con un peso de 1.914,55 grs. contentivas de estupefaciente, cuya posesión se adjudica sin mayor controversia a LUIS HELMER GONZÁLEZ en su condición de coautor material.

Probado entonces que hubo un hallazgo de sustancia prohibida en persona que no tenía autorización legal para su conservación, corresponde precisar si en realidad hay lugar a plantear atipicidad o inculpabilidad para exonerar de responsabilidad al procesado.

7.1.- La Atipicidad

Se hace consistir esa ausencia de tipificación de la conducta, según posición enfática del defensor recurrente, en el hecho de haberse demostrado por el Estado la CALIDAD (se trataba de éxtasis), mas no la CANTIDAD de esa sustancia enervante objeto de análisis.

En términos más precisos, podemos decir que se admite que lo incautado efectivamente arrojó resultado positivo para EXTASIS, pues no se controvierte esa realidad procesal proveniente de los dictámenes debidamente allegados al expediente; pero, se pone en tela de juicio que la cantidad de estupefaciente sea exactamente el propio peso de las pastillas objeto de decomiso, porque se entiende que no todo su contenido es narcótico.

Ya el Tribunal tuvo oportunidad de aclarar un aspecto trascendental en lo que a la necesidad de definición de la CANTIDAD se refiere, al concluir en auto interlocutorio que reposa en este expediente de fecha nueve (9) de marzo de 2005 (ver fl. 266 y s.s.), que para el caso específico del éxtasis si se hacía indispensable la precisión del pesaje, pues no era posible aplicar indiscriminadamente todo el peso bruto del conjunto de pastillas incautadas. 

Para aquel momento, la Corporación indicó claramente los motivos para asegurar que esta posición no era contraria a nuestra legislación y que no podía aplicarse “analógicamente” la jurisprudencia que en algún momento hizo alusión a la no necesidad de establecer el grado de pureza en la cocaína, pues este pronunciamiento tenía como sustento dos artículos específicos del estatuto antidroga (el 2º y el 33), según los cuales, era asimilable a cocaína todas aquellas “sustancias a base de cocaína” o “derivadas” pues se entendían también como “droga que producía dependencia”. Ese es por tanto el criterio de esta colegiatura y a él nos remitimos en este momento, pues se considera una posición acertada en tan particular asunto. 

La Juez confunde en su exposición lo que es una sustancia derivada, es decir, aquella que surge con ocasión de la producción del principio activo y que por lo mismo posee la misma condición de estupefaciente, con los conocidos excipientes (elementos extraños o componentes adicionales que nada tienen que ver con el proceso de producción del principio activo y que, por lo mismo, no son sustancia derivada que pueda tenerse también como estupefaciente). Son cosas diferentes, no asimilables. 

Es evidente que la jurisprudencia a la que se hace mención y que la funcionaria dijo extrañamente aplicar “por analogía”, se refiere a los primeros (sustancias derivadas) y no a los segundos (excipientes), pues en su contenido la Corte es clara a ese respecto cuando textualmente expresa que el tema a tratar es el de: “los porcentajes de principio activo INTEGRADOS A UNA CANTIDAD MAYOR DE SUSTANCIA ESTUPEFACIENTE DERIVADA” (negrillas sostenidas de esta Sala). Siendo así, no hay lugar a sostener que el restante material que contienen las pastillas (llámese harina, jalea u otros elementos que sirven de placebo para permitir su ingesta) puedan constituir “estupefaciente derivado”, pues son por el contrario, se repite, simples excipientes que como tal deben ser descartados en el análisis.

La observación que hace el Tribunal, no es exótica, no está desfasada, no contraviene lo que al respecto ya se tiene decantado a nivel mundial, ni por supuesto propicia la impunidad, es simplemente el análisis básico que corresponde a un Juez que quiere cumplir con el deber constitucional que le ha sido confiado, el que por supuesto no puede estar guiado por la arbitrariedad sino por un razonamiento lógico y confiable. Obsérvese lo siguiente:

El delito que nos convoca, no se queda en las esferas patrias, es un problema trasnacional y por lo mismo materia de confrontación judicial en todo el orbe. En lo que al éxtasis concierne, droga sintética de relativo consumo en nuestro medio pero de gran propagación en otras latitudes, es de común proceder la precisión en su pesaje dentro de los procedimientos penales, al punto que, por vía de ejemplo, ya existen unas tablas debidamente diseñadas a ese efecto. Baste mencionar el siguiente caso analizado por el Tribunal Supremo Español, el cual transcribimos con amplitud para que no quede duda acerca de la importancia que se le da a este fenómeno del factor CANTIDAD, el cual influye nada más y nada menos que en el monto de pena a imponer:

TRIBUNAL SUPREMO (Sala Segunda de lo Penal). Sentencia 17 de febrero  de 2003. R. Casación 81/2002. Sentencia No 237/2003:  

FUNDAMENTO DE DERECHO: 

Primero. La S. 14 Nov. 2001 de la Sección Tercera de la AP Valencia absolvió a Jesús R. V. del delito contra la salud pública del que fue acusado por el Ministerio Fiscal en la instancia. 

Los hechos se refieren a la ocupación de cien pastillas de éxtasis –MDMA- que con un peso de 27,74 grs. Llevaba Jesús para consumirla entre un grupo de amigos -unos 25- en una fiesta de cumpleaños, habiendo puesto todos los participantes dos mil ptas. E iban a recibir cuatro pastillas cada uno.

El recurrente es el Ministerio Fiscal quien formaliza el recuso a través de un único motivo por vía del error iuris del núm. 1 del art. 849 de la LECrim. por indebida inaplicación del artículo 368 CP en su modalidad de drogas que causan grave daño a la salud.

(…)

C.- (…) La cantidad ocupada fue de cien pastillas de MDMA con un peso de 21,74 gramos. Al respecto efectúa el Ministerio Fiscal un cálculo del número de dosis que no se puede compartir porque no existe en autos la analítica correspondiente que determine la pureza de cada pastilla, y, en definitiva el porcentaje de droga en sentido propio, excluyéndose los excipientes.

En efecto, al folio 48 y s.s. consta el informe de sanidad respecto de la droga ocupada de la que exclusivamente afirma ser MDMA y que los comprimidos más los restos tenían un peso de 21,74 g., pero no existe una analítica de la cantidad neta de MDMA que tengan las pastillas, y en este contexto NO ES ADMISIBLE EL CÁLCULO QUE EFECTÚA EL MINISTERIO FISCAL EN SU RECURSO EN EL QUE LE CONCEDE A DICHO PESO EL 100/100 DE SUSTANCIA ALUCINÓGENA –en idéntico sentido TS  S 983/2000 de 30 May.-
Es cierto que la dosis de MDMA se cifra entre 50 y 150 miligramos – STS de 14 de Feb. 1996- y que la dosis tóxica de un adicto se cifra en 480 miligramos, cantidad que se tuvo en cuenta en el Pleno no Jurisdiccional de Sala de 19 Oct. 2001 para situar la aplicación del subtipo de notoria importancia en relación al MDMA por encima de 240 g., pero en el presente caso no se puede efectuar cálculo alguno de posible número de dosis de consumo o dosis de adicto pues se carece de todo dato de la cantidad porcentual de MDMA que contuvieran las pastillas, siendo usual que el porcentaje puede oscilar sensiblemente en relación al peso total y así ad exemplum, TS S 1486/99 de 25 Oct., el MDMA allí analizado tenía unas concentraciones del 28’5% y 15’7%, y en la TS S 1408/2002 de 26 Jul. la concentración fue del 33’2% ó la TS S 1829/2002 de 31 de Oct. que recoge 214 pastillas de MDMA que solo contienen <<trazas>>.

D.- Dada la carencia de la analítica expuesta, el número de pastillas y de personas integrantes del grupo, no hay datos para afirmar que el proyectado consumo de cuatro pastillas por persona se aleje de un consumo compartido pequeño e intrascendente.

(…)

Como conclusión de todo lo expuesto, podemos afirmar en esta sede casacional que el resultado del análisis verificado permite afirmar que la Sala sentenciadora efectuó en relación al caso analizado una aplicación correcta de la doctrina de esta sobre la atipicidad del consumo compartido al caso enjuiciado. Que por lo tanto no ha existido vocación de tráfico de las pastillas ocupadas ni en consecuencia riesgo para la salud pública que es bien jurídico de tales delitos, por lo que en definitiva el motivo del Ministerio  Fiscal no puede prosperar. 

La pregunta es obligada: ¿Se equivoca y obra mal el Tribunal Supremo Español al diferenciar cada caso, en la forma en que lo hace?, por supuesto que no. La autoridad superior de justicia obra de manera equilibrada habida consideración a las grandes diferencias que se aprecian en cada asunto que llega a su consideración, al punto que se han establecido casos en donde el resultado de la concentración es el de simples <<trazas>>, es decir, casi nada.

Y no vale aquí argumentar que seguramente la ley penal Española es diferente a la Colombiana y de allí la diferencia de criterios, porque ocurre que son bien similares
, al igual que las restantes legislaciones antinarcóticos en el mundo, pues la política criminal en tal sentido se encuentra unificada por los Pactos Internacionales que rigen la materia (la Convención de Viena incluida). Ninguna codificación, por supuesto, dice expresamente (como debería ser, según la a quo), que se resten los excipientes para obtener el peso neto, pues es algo obvio, algo elemental, algo que se da por sobreentendido.

Se preocupa la funcionaria por las consecuencias nocivas para la comunidad de pesarse sólo lo que realmente constituye estupefaciente y que más bien se tenga todo el peso de las pastillas como equivalente a tóxico, al no existir en nuestro medio la forma de hacer la separación. Ocurre, curiosamente, que el mensaje que se ofrece a la delincuencia es precisamente el inverso a lo deseado, porque es totalmente contraproducente desde el punto de vista de política criminal que se pregone que es preferible llevar más cantidad de estupefaciente en cada muestra, pues en caso de incautación la sanción será igual que si lleva poca, con el consiguiente mayor potencial de daño a la población consumidora. No será este Tribunal, por tanto, quien permita que las sentencias de nuestros jueces den lugar a este tipo de antinomias en perjuicio de la colectividad, por desconocimiento.

No es permitido despachar caprichosamente ni aquí ni en ninguna otra esfera judicial, una sentencia cuya motivación acolite las deficiencias técnicas de un sistema anacrónico. Menos mal, el experto del Instituto de Medicina Legal, en el escrito visible a folio 302, tuvo el buen cuidado de admitir que: “En realidad si es posible cuantificar la cantidad de MDMA presente en dichas tabletas“, y más adelante agrega: “En la actualidad en los laboratorios de nuestra institución solamente realizan la determinación CUALITATIVA de anfetaminas y no en forma CUANTITATIVA”
. Lo que equivale a decir que: “si se puede pero no se hace”; y no se hace, ante la falta de la llamada curva de calibración a la cual nos referimos en auto de fecha nueve (9) de marzo próximo pasado que obra entre folios 266 y 270 de este expediente.

Se pregunta el Tribunal por tanto: ¿Quiénes más si no los Jueces, estamos en el deber de exigir que los dictámenes científicos se emitan según los estándares internacionalmente admitidos en cada materia?, pues no puede ser de recibo que como nunca se ha hecho entonces todo está bien, cuando la realidad indica que no estamos cumpliendo los requerimientos que corresponden a un asunto de elemental proceder. 

Siendo consecuentes con lo que entendemos de la realidad que se nos pone de presente, debemos concluir que el caso que se juzga no amerita una absolución como lo plantea el acucioso defensor, pero tampoco la imposición de una pena en el rango que fue impuesta por la Juez de primer grado. Explicaremos porqué:

No a la absolución, porque según el dictamen toxicológico obrante en el proceso, sí se detectó éxtasis en las pastillas incautadas, es decir, es indiscutible que ese tóxico sí hacía parte de las grageas, lo que ocurre es que no se determinó el monto exacto de su peso. En esa línea de entendimiento, siendo ese uno de los componentes de todas las pastillas, acerca de lo cual no hay duda, corresponde concluir que se trata de un estupefaciente que  genera dependencia y es por tanto elemento de prohibida comercialización.

Y no a la fijación de pena en el rango superior en que lo hizo la funcionaria del conocimiento, porque para llegar a ese grado de imputación se requiere establecer que la cantidad de éxtasis incautada superó la barrera de los doscientos gramos (200 gr.), lo cual realmente no se pudo demostrar en el caso que se juzga. 

En tan particulares condiciones, el Tribunal hará uso del argumento que por defecto y en aras de respetar el principio rector de la favorabilidad se ha acogido en situaciones similares, v.gr. en el porte de armas cuando se elige la sanción establecida para las de defensa personal cuando no se tiene definido si se trata o no de un arma de uso privativo; o, en las lesiones personales cuando se acoge la incapacidad menor en aquellos eventos en los cuales no se ha podido establecer una incapacidad mayor al límite establecido por la norma. En nuestro caso, es necesario ubicar el comportamiento en el inciso segundo del dispositivo penal por el cual se acusó (artículo 376 C.P.), y no en el tercero al que dio aplicación el fallo, como posibilidad que también fue contemplada por las partes al momento de la audiencia pública.

Es razonable predicar entonces, que en caso de ser el peso del estupefaciente indeterminado se acoja el rango inferior que va hasta el límite de los doscientos gramos, motivo por el cual la sanción penal oscilará entre cuatro (4) y seis (6) años de prisión y entre dos (2) y cien (100) s.m.l.m.v. para la multa.

7.2.- La Culpabilidad

En este caso nos corresponde decir, prima facie, que el defensor hábilmente propone un doble juego, pues de una parte asegura que con el errado entendimiento de la señora Juez se ha obstaculizado a su representado la posibilidad de acceder a la terminación anticipada; pero de otro, sostiene que no es responsable por estar presente un error que lo exonera de culpabilidad.

No es admisible declarar penalmente responsable a alguien por la vía de la terminación anticipada, si antepone un argumento de inocencia. Obviamente el Tribunal no puede patrocinar en forma alguna que quien se considera inocente haga declaraciones de responsabilidad para terminar prontamente el trámite que lo mantiene sub judice. De aceptarse esa postura, implicaría que todo aquél a quien finalmente se declare culpable mediante sentencia, por resultar finalmente vencido en su propuesta absolutoria, pueda solicitar que se retome en su caso la opción perdida de una rebaja por acogimiento anticipado.

Como el aquí sentenciado, no admitió ser poseedor de sustancia estupefaciente, pues siempre pregonó inocencia por concurrir en su caso una causal de ausencia de responsabilidad (error), a ello se atendrá en su análisis esta Corporación, y a ese respecto se tiene que es preciso acolitar la posición del señor Fiscal y de la sentenciadora, en el sentido de precaver que aquí no existe espacio para predicar error de prohibición por desconocimiento de un elemento objetivo del tipo. Y no lo hay, porque el error, para que sea atendible judicialmente, no sólo debe estar plenamente probado, sino que debe tener la condición de invencible. Aquí, ni quedó probado un error, ni tiene esa calidad de invencible, porque: a)- Se trató de una transacción a conciencia; b)- Hubo incluso una actitud de forcejeo o de conflicto al momento de su entrega; c)- Se tuvo buen tiempo de verificar el contenido; d)- No se mencionó ante los oficiales esa apreciación equívoca, por el contrario, se señaló a LUIS HELMER como la persona que tenía un conocimiento directo a ese respecto; e)- El sujeto que se menciona como entregador del sintético, no aparece, inexiste procesalmente. Con todo, el camino ajustado a la realidad de este juicio no puede ser la exculpación.

7.3.- Pena y subrogado

Se considera que no era procedente aplicar el mínimo de pena al tenor del artículo 61 del Código Penal como lo hizo la funcionaria a quo, por cuanto el alto número de pastillas que se iban a comercializar en este caso, lo letal del material sintético, y el grado de compromiso que en esa empresa poseía GONZÁLEZ CARDONA, hacen pensar en la necesidad de un mayor reproche social a la conducta y no es atinado partir del mínimo del rango de movilidad elegido.

Así las cosas, el Tribunal señalará el máximo del cuarto mínimo aplicable dentro del rango de punibilidad contemplado en el inciso segundo del canon 376 (4 a 6 años de prisión y multa de 2 a 100 s.m.l.m.v.), lo que equivale a decir que se condenará a cincuenta y cuatro (54) meses de prisión (4 años 6 meses).

En lo que hace con la multa, encuentra la Sala que la disminución que se hace sobre la pena privativa de la libertad, también debe ser aplicada sobre esta sanción pecuniaria, de tal manera que ubicándonos en el extremo superior del cuarto inferior, se tiene que la multa será del orden de veintiséis y medio (26.5) salarios mínimos legales mensuales vigentes, que se consignarán a favor del Consejo Nacional de Estupefacientes, ya que en el fallo apelado se omitió hacer referencia a la autoridad destinataria de tal multa.

No obstante la no aplicación del mínimo sino del máximo del citado cuarto, la pena a imponer será menor a la impuesta por la primera instancia, por haberse elegido el inciso segundo y no el tercero del artículo 376 C.P., por las razones ampliamente expuestas.

Respecto de la pena accesoria de inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas, será igual al tiempo de la pena principal.

Dado el monto de pena que corresponde, no es procedente la concesión de ningún subrogado. La captura del sentenciado a efectos de cumplir efectivamente la sanción, es un imperativo.

8.-  DECISIÓN

Por lo discurrido, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo proferido por el Juzgado Tercero Penal del Circuito, objeto de revisión por vía de apelación, pero lo MODIFICA en cuanto a la pena a imponer que será de cincuenta y cuatro (54) meses de prisión y multa de veintiséis y medio (26.5) s.m.m.m.v. La sanción accesoria de inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas será por el mismo lapso de la pena privativa de la libertad. Hágase efectiva la orden de captura.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE        
                VICENTE RODRÍGUEZ FEO

  JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO                  

WILSON FREDY LÓPEZ

Secretario de la Sala

� El art. 368 del Código Penal Español (Ley Orgánica 10 de 1995), reza: “Los que ejecuten actos de cultivo, elaboración o tráfico, o de otro modo promuevan, favorezcan o faciliten el consumo ilegal de drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas, o las posean con aquellos fines, serán castigados con las penas de prisión de tres a nueve años y multa del tanto al triplo del valor de la droga objeto del delito si se tratare de sustancias o productos que causen grave daño a la salud, y de prisión de uno a tres años y multa del tanto al duplo en los demás casos”. Y el artículo 369 del mismo estatuto, dispone: “Se impondrá las penas privativas de libertad superiores en grado a las respectivamente señaladas en el artículo anterior y multa del tanto al cuádruplo cuando: 1…2…3. Fuere de notoria importancia la cantidad de droga tóxica, estupefacientes o sustancias psicotrópicas objeto de las conductas a que se refiere el artículo anterior”. 


� Esta información coincide con la que ya se había suministrado en el primer dictamen de Medicina Legal de esta Seccional visible a fl. 172, cuando nos dice: “Con respecto a la cuantificación de sustancia activa (MDMA), en cada tableta, debo comunicarles que en la actualidad carecemos de los medios analíticos para la cuantificación de esta sustancia…”.
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